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Expediente 66001-31-03-003-2005-00027-03
Se ocupa la Sala de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, señora Rosalba Pulgarín Orozco, contra el auto dictado por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en el proceso ordinario reivindicatorio que en su contra instauró María Eunice Orozco Agudelo.

ANTECEDENTES

En la sentencia proferida en aquel proceso, confirmada por esta corporación, se ordenó a la demandada hacer entrega a la demandante del inmueble objeto de la acción de dominio, ubicado en la carrera 9ª No. 32-30 de la nomenclatura urbana de Pereira, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-13487 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos local.

El pasado 13 de abril se dio inicio a la diligencia respectiva, acto en el que intervino la demandada para oponerse a la restitución de la primera planta del predio, identificado con el No. 32-28 de la carrera 9ª, porque no fue objeto de reivindicación y porque el certificado de tradición de la matrícula No. 290-134098 solo hace referencia a una casa de habitación.
El juzgado rechazó la oposición porque el inmueble objeto de la entrega es el mismo sobre el que versó el proceso reivindicatorio, tenga o no dos plantas, ya que no se acreditó que sobre cada una se haya tramitado división para constituir una propiedad horizontal, ni que se haya expedido nueva matrícula inmobiliaria, razón por la cual no pueden tenerse como predios separados; también, porque se dictó sentencia en proceso de pertenencia que promovió la opositora, en la que se negaron sus pretensiones y tampoco se le reconocieron mejoras, y por último, porque la providencia que dispuso la entrega produce efectos contra ella.
Frente a esa determinación la demandada, por intermedio de su apoderado, interpuso recurso de apelación. Para sustentarlo se sirvió del mismo argumento sobre el que edificó su oposición y además expresó que la sentencia a que se refiere el juzgado no se encuentra en firme y que se citó a la demandante a una conciliación previa a la iniciación de un proceso por enriquecimiento ilícito. 
CONSIDERACIONES

Dice el artículo 337 del Código de Procedimiento Civil que corresponde al juez que haya conocido del proceso en primera instancia hacer la entrega ordenada en la sentencia de los inmuebles y de los muebles que puedan ser habidos, si la parte demandante lo solicita dentro de la oportunidad prevista por el artículo 335 del Código de Procedimiento Civil.
Y el artículo 338 del mismo código dice en su parte pertinente:

“Las oposiciones se tramitarán así:

“Parágrafo 1º. Quiénes pueden oponerse. Pruebas y recursos:
“1º. El juez rechazará de plano la oposición a la entrega formulada por la persona contra quien produzca efectos la sentencia, o por quien sea tenedor a nombre de aquella.

“2º. Podrá oponerse la persona en cuyo poder se encuentre el bien y contra quien la sentencia no produzca efectos, si en cualquier forma alega hechos constitutivos de posesión…
“3º. Lo dispuesto en el artículo anterior se aplicará cuando la posesión se formule por tenedor que derive sus derechos de un tercero que se encuentre en las condiciones allí previstas…” 

De acuerdo con esa disposición, cualquier persona está legitimada para oponerse a la diligencia de entrega, poseedor o tenedor, excepto quienes fueron parte en el proceso, siempre que su derecho no provenga de éstas, porque en tal forma lo cobija la decisión adoptada en la sentencia.

En comentarios a esa disposición dice la doctrina:

“… mal puede el vencido en juicio pretender el desconocimiento de la sentencia que le fue desfavorable oponiéndose directamente o por medio de un tenedor a su nombre, lo que se explica porque se trata precisamente de hacer acatar el fallo a quien fue vencido, de ahí que sea interviniendo de manera directa o por medio de un tenedor que derive sus derechos de la parte vencida en el proceso, que debe ser el juez sin dilación y de plano, lo cual significa sin practicar prueba alguna, rechazar la oposición….”

Razón tuvo entonces el juzgado de primera instancia al adoptar la decisión impugnada, después de identificado el inmueble objeto de entrega y al  tener certeza que se trataba del mismo objeto de la acción de dominio, porque en tal forma impidió la injustificable intervención de quien como parte demandada participó en el proceso y por ende, no podía desconocer que aquel en el que se realizaba era el mismo ordenado reivindicar en la sentencia.

Además de no tener legitimación para formular la oposición, el argumento que le sirvió para edificarla y aquellos que empleó al sustentar el recurso de apelación, ni siquiera servirían para admitirla, porque de acuerdo con la norma parcialmente transcrita, para lograr ese fin, debe demostrarse la posesión del bien por un tercero.

Por lo tanto, las razones invocadas antes que fundamentarse en los presupuestos legales que prevé el legislador para que se abra la posibilidad de que juez admita la oposición a la entrega, en este caso concreto se tornan en un obstáculo para el logro de uno de los elementos del debido proceso, que es el de evitar su injustificada dilación.

Como a la misma conclusión llegó el juzgado de primera instancia, se confirmará el auto impugnado, sin que haya lugar a imponer costas en esta instancia de conformidad con el numeral 5º del artículo 394 del Código de Procedimiento Civil.

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 13 de abril de 2009, en el proceso ordinario, promovido por María Eunice Orozco Agudelo contra Rosalba Pulgarín Orozco.

Sin costas.

COPIESE Y NOTIFÍQUESE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

GONZALO FLÓREZ MORENO    
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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